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 DICTAMEN SOBRE EL PROYECTO DE DECRETO FORAL POR EL QUE SE MODIFICAN VARIOS DECRETOS FORALES RELATIVOS A OBLIGACIONES DE INFORMACIÓN (SESIÓN COMISIÓN CONSULTIVA 17- FEBRERO-2022)

I.- ANTECEDENTES DE HECHO

El proyecto de Decreto Foral objeto del presente Dictamen ha sido remitido a esta Comisión Consultiva por la Diputada Foral Primera Teniente de Diputado General y Diputada del Departamento de Hacienda, Finanzas y Presupuestos, de conformidad con lo previsto en el apartado 1 del artículo 17 del Decreto Foral del Consejo de Diputados 40/1999, de 30 de marzo. A la petición de dictamen se acompaña una memoria con los resultados de los trámites de audiencia e información pública, un informe de impacto normativo,  un informe económico y un informe de evaluación previa de impacto del género, tal como dispone el Decreto Foral 29/2017, del Consejo de Gobierno Foral de 23 de mayo, que aprueba el procedimiento de elaboración de disposiciones de carácter general, las guías para la elaboración de los informes de impacto normativo y de impacto de género y las directrices de técnica normativa.
Mediante el citado proyecto de Decreto Foral se modifican los Decretos Forales 6/2017 y 111/2008, que regulan diferentes obligaciones de información.
II.-CONSIDERACIONES JURÍDICAS
1.- COMPETENCIA DE LA COMISIÓN CONSULTIVA PARA LA EMISION DEL DICTAMEN

El Decreto Foral 40/1999, del Consejo de Diputados de 30 de marzo, en su artículo 3, establece las competencias de la Comisión Consultiva de la Administración Foral de Álava, entre las cuales se encuentra emitir dictamen sobre “Proyectos de disposiciones reglamentarias que se dicten en ejecución de las Normas Forales que regulen materias de la competencia exclusiva del Territorio Histórico o en ejecución de las Leyes de la Comunidad Autónoma en aquellas materias en que compete al Territorio Histórico el desarrollo reglamentario de las mismas”.
La primera referencia sobre la competencia del Territorio Histórico en el ámbito tributario la encontramos en la Disposición Adicional Primera de la Constitución Española que establece: “La Constitución ampara y respeta los derechos históricos de los territorios forales. La actualización general de dicho régimen foral se llevará a cabo, en su caso, en el marco de la Constitución y de los Estatutos de Autonomía”.
A su vez, el Estatuto de Autonomía del País Vasco, en su artículo 41.2.a), señala que “las Instituciones competentes de los Territorios Históricos podrán mantener, establecer y regular, dentro de su territorio, el régimen tributario, atendiendo a la estructura general impositiva del Estado, a las normas que para la coordinación, armonización fiscal y colaboración con el Estado se contengan en el propio Concierto, y las que dicte el Parlamento Vasco para idénticas finalidades dentro de la Comunidad Autónoma”.
El Concierto Económico suscrito entre el Estado y el País Vasco, aprobado por la Ley 12/2002, de 23 de mayo, establece en su artículo 1. Uno:
“Las Instituciones competentes de los Territorios Históricos podrán mantener, establecer y regular, dentro de su territorio, su régimen tributario”.
Asimismo, el artículo 46.Dos del ya citado Concierto Económico con el País Vasco contempla el reparto competencial del cumplimiento de las obligaciones de suministro general de información tributaria entre los diferentes territorios:
“Dos. Las declaraciones que tengan por objeto dar cumplimiento a las distintas obligaciones de suministro general de información tributaria legalmente exigidas deberán presentarse, con arreglo a su respectiva normativa, ante la Administración del Estado o ante la Diputación Foral competente por razón del territorio, con arreglo a los siguientes criterios:
a) Tratándose de obligados tributarios que desarrollen actividades económicas, ante la Administración a la que corresponda la competencia para la comprobación e investigación de dichas actividades empresariales o profesionales.
b) Tratándose de obligados tributarios que no desarrollen actividades económicas, según que estén domiciliados fiscalmente en territorio común o foral.
A los efectos de lo dispuesto en las letras anteriores, cuando se trate de herencias yacentes, comunidades de bienes u otras entidades carentes de personalidad jurídica, las referidas declaraciones deberán asimismo presentarse ante la administración en la que estén domiciliados fiscalmente sus miembros o partícipes”.

Por su parte, la Ley 27/1983, de 25 de noviembre, de Relaciones entre las Instituciones Comunes de la Comunidad Autónoma y los Órganos Forales de sus Territorios Históricos, señala en su artículo 7.6, como competencia exclusiva de los Órganos Forales, “las establecidas en el art. 41 del Estatuto de Autonomía y, en general, todas las que tengan atribuidas por la Ley del Concierto Económico y por otras normas y disposiciones de carácter tributario”.
Así, la Norma Foral 6/2005, de 28 de febrero, General Tributaria de Álava, que regula los principios y las normas jurídicas generales del sistema tributario del Territorio Histórico de Álava faculta, en su artículo 4, a la Diputación Foral de Álava para dictar cuantas disposiciones de desarrollo en materia tributaria fueran necesarias.

En concreto, la obligación de presentar declaraciones y autoliquidaciones, constituida como una obligación tributaria formal, viene recogida en el artículo 29.2 c) de la citada Norma Foral 6/2005.

Asimismo el artículo 90.1  de la citada Norma Foral General Tributaria de Álava establece que  “Las personas físicas o jurídicas, públicas o privadas, así como las entidades mencionadas en el apartado 3 del artículo 35 de esta Norma Foral, estarán obligadas a proporcionar a la Administración tributaria toda clase de datos, informes, antecedentes y justificantes con trascendencia tributaria relacionados con el cumplimiento de sus propias obligaciones tributarias o deducidos de sus relaciones económicas, profesionales o financieras con otras personas”.
Por último, el Decreto Foral 40/1999, del Consejo de Diputados de 30 de marzo, en su artículo 3.1.a, establece que la Comisión Consultiva de la Administración Foral de Álava emitirá dictamen preceptivo sobre “Proyectos de Decretos Forales Normativos”.

Por todo lo anteriormente expuesto, el Decreto Foral por el que se modifican varios decretos forales relativos a obligaciones de información debe ser objeto del preceptivo dictamen de esta Comisión Consultiva.

2.- COMPETENCIA ORGÁNICA Y HABILITACION NORMATIVA
El artículo 4.1 de la Norma Foral General Tributaria de Álava atribuye a la Diputación Foral de Álava la potestad reglamentaria para el desarrollo de las normas tributarias, sin perjuicio de las facultades que corresponden a las Entidades Locales en relación con los tributos locales. 
Por su parte, el artículo 7.2 de la Norma Foral 52/92, de 18 de diciembre, de Organización, Funcionamiento y Régimen Jurídico de la Diputación Foral de Álava establece que, “En el ejercicio de la potestad reglamentaria, corresponde al Consejo de Diputados aprobar, mediante Decretos Forales, Reglamentos de ejecución y desarrollo de las Normas Forales”.

3.- PROCEDIMIENTO 
Si bien el presente proyecto de Decreto Foral no figura en el Plan Anual Normativo aprobado para el año 2021, tal y como establece el artículo 4.2 Decreto Foral 29/2017, del Consejo de Gobierno Foral, de 23 de mayo, se deberá justificar la urgencia o la necesidad de tal regulación en la resolución de incoación del procedimiento de elaboración de dicha disposición de carácter general.
A este respecto, el proyecto de Decreto Foral objeto del presente dictamen recoge la necesidad de introducir las modificaciones normativas en él recogidas a fin de mejorar la gestión de los tributos y el control de las obligaciones de información.
La tramitación del procedimiento se ha ajustado a las normas vigentes relativas a la elaboración de disposiciones generales, en cuanto al órgano competente para formular la propuesta, la emisión de los informes de impacto normativo y de evaluación previa de impacto en función del género, la solicitud de consulta a la Comisión Consultiva y el órgano competente para su aprobación.
En particular, en atención a lo señalado en el artículo 9 del Decreto Foral 29/2017, del Consejo de Gobierno Foral de 23 de mayo, se ha llevado a cabo la consulta pública previa  del avance del proyecto por medios telemáticos a través de la web de la Diputación Foral de Álava, constando en el expediente la memoria sobre los resultados de este trámite, de fecha 26 de octubre de 2021, en la que consta que no se han registrado propuestas u observaciones que deban ser valoradas para la redacción de la disposición normativa.
Por otra parte, con fecha 24 de noviembre de 2021, el Servicio de Normativa Tributaria emite un informe de impacto de género mientras que el Servicio de Igualdad, Cooperación e Interculturalidad de esta Diputación Foral emite un informe de fecha 10 de noviembre de 2021.
Por último, a la vista de lo señalado en el artículo 14 del Decreto Foral 29/2017, del Consejo de Gobierno Foral de 23 de mayo, se ha llevado a cabo el trámite de audiencia e información pública  del avance del proyecto de Decreto Foral por medios telemáticos a través de la web de la Diputación Foral de Álava, constando en el expediente la memoria sobre los resultados de este trámite, de fecha 24 de noviembre de 2021, en la que consta que no se han registrado propuestas u observaciones que deban ser valoradas para la redacción de la disposición normativa.

III.- ESTRUCTURA DEL DECRETO FORAL
El proyecto de Decreto Foral consta de una exposición de motivos, una parte dispositiva con dos apartados y una disposición final, que establece que el Decreto Foral entrará en vigor el día siguiente de su publicación y será de aplicación a las declaraciones informativas que haya que presentar a partir de 1 de enero de 2022, respecto de la información relativa al año inmediato anterior.
La modificación planteada afecta a la siguiente disposición:
· Decreto Foral 6/2017, del Consejo de Gobierno Foral de 21 de febrero, que establece la obligación de identificar la residencia fiscal de las personas que ostenten la titularidad o el control de determinadas cuentas financieras y de suministro de información acerca de las mismas en el ámbito de la asistencia mutua.

· Decreto Foral 111/2008, del Consejo de Diputados de 23 de diciembre, que regula la obligación de informar sobre cuentas, operaciones y activos financieros

IV.- ANÁLISIS DE LA PROPUESTA NORMATIVA 
Modificación del artículo 4 del Decreto Foral 6/2017, del Consejo de Gobierno Foral de 21 de febrero.

El establecimiento de la obligación de identificar la residencia fiscal de las personas que ostenten la titularidad o el control de determinadas cuentas financieras y de suministro de información acerca de las mismas en el ámbito de la asistencia mutua entre estados, es una importante herramienta para el control del cumplimiento, por las respectivas administraciones tributarias, de las obligaciones fiscales de los contribuyentes.
Con ese objetivo, la Directiva 2014/107/UE del Consejo, de 9 de diciembre, recoge la obligatoriedad de efectuar un intercambio automático de información en el ámbito de la fiscalidad entre los estados miembros. Asimismo la firma de diferentes acuerdos internacionales en el marco de la OCDE, inciden en la misma línea de actuación.
En el Territorio Histórico de Álava, tanto el apartado 2 del artículo 1 como en el artículo 29 bis, ambos de la Norma Foral 6/2005, de 28 de febrero, General Tributaria del Territorio Histórico de Álava, regulan las obligaciones tributarias en el ámbito de la asistencia mutua. 
Más específicamente, la disposición adicional vigesimosegunda de la citada Norma Foral, establece la obligación de las instituciones financieras de identificar la residencia de los titulares de determinadas cuentas financieras y de suministrar información a la Administración tributaria respecto de tales cuentas, así como la obligación de los titulares de las cuentas de identificar su residencia fiscal ante las instituciones financieras.

Así, el artículo 4 del Decreto Foral 6/2017, del Consejo de Gobierno Foral de 21 de febrero, regula la obligación de las instituciones financieras de presentar una declaración informativa Modelo 289,  sobre cuentas financieras cuando las personas que ostenten la titularidad o el control de las cuentas financieras sean residentes fiscales en  otros estados miembros, países terceros o jurisdicciones,   con los que existan acuerdos  y  reciprocidad  en el  intercambio de información.
El proyecto de Decreto Foral introduce un nuevo párrafo en el citado artículo, que indica  que las instituciones financieras vendrán igualmente obligadas a presentar la citada declaración informativa, aun cuando no existan cuentas sujetas a comunicación de información de conformidad, en los términos y en la forma que se establece la Orden Foral del Diputado Foral de Hacienda, Finanzas y Presupuestos que regula la forma, lugar y plazo de su presentación.
Esta modificación tiene su origen en la disposición final tercera del Real Decreto 366/2021, de 25 de mayo, por el que se desarrolla el procedimiento de presentación e ingreso de las autoliquidaciones del Impuesto sobre las Transacciones Financieras y se modifican otras normas tributarias. 
Dicha disposición final tercera modifica, en el mismo sentido que el proyecto objeto de dictamen, el artículo 4 del Real Decreto 1021/2015, de 13 de noviembre, por el que se establece la obligación de identificar la residencia fiscal de las personas que ostenten la titularidad o el control de determinadas cuentas financieras y de informar acerca de las mismas en el ámbito de la asistencia mutua.
Modificación de la letra a) del artículo 4 del Decreto Foral 111/2008, del Consejo de Diputados de 23 de diciembre.

En la misma línea que en el caso del Decreto Foral 6/2017, el Decreto Foral 111/2008, regula  la obligación de informar sobre cuentas, operaciones y activos financieros, además de otras como la de  informar sobre la constitución, establecimiento, modificación o extinción de entidades, sobre personas o entidades que no han comunicado su número de identificación fiscal o que no han identificado los medios de pago empleados al otorgar escrituras o documentos donde consten los actos o contratos intervenidos por los notarios y otras.
En concreto, el artículo 4 del Decreto Foral 111/2008, regula la obligación de informar acerca de valores, seguros y rentas depositadas en otros Estados de la Unión, y más específicamente su apartado 1, la de las entidades que sean depositarias de valores mobiliarios, que deberán suministrar a la Administración tributaria, mediante la presentación de una declaración anual Modelo 720, la información respecto de los diferentes tipos de valores  en ellas depositados, su número, clase y valor.
El proyecto de Decreto Foral introduce la obligación de informar además de la identificación completa de las personas o entidades titulares, número, clase y valor a 31 de diciembre de cada año de las de acciones y participaciones en el capital o en los fondos propios de entidades jurídicas, negociadas en mercados organizados, de su valor nominal.

Esta modificación tiene su origen en la disposición final segunda del Real Decreto 399/2021, de 8 de junio, por el que se modifican el Reglamento de procedimientos amistosos en materia de imposición directa, aprobado por el Real Decreto 1794/2008, de 3 de noviembre, y otras normas tributarias.
Dicha disposición final segunda modifica, en el mismo sentido que el proyecto objeto de dictamen, la letra a) del apartado 1 del artículo 39 del Real Decreto 1065/2007, de 27 de julio, por el que se aprueba el Reglamento General de las actuaciones y los procedimientos de gestión e inspección tributaria y de desarrollo de las normas comunes de los procedimientos de aplicación de los tributos.
El proyecto de Decreto Foral objeto de dictamen incorpora sendas modificaciones en la normativa del Territorio Histórico de Álava, que se consideran ajustadas y proporcionales al objetivo de mejora del cumplimiento de las obligaciones formales de los contribuyentes y para mejorar las tareas de gestión tributaria, si bien se echa de menos un tratamiento de aquellas diversas situaciones,  relacionadas con  la presentación de los modelos 289 y 720 correspondientes al ejercicio 2021,  que se puedan dar como consecuencia de que este Decreto Foral tendrá  su entrada en vigor  una vez ya  iniciado el plazo de presentación de las mismas.
V.- CONCLUSIONES
El Proyecto de Decreto Foral se adecúa al ordenamiento jurídico y se dicta dentro del marco competencial y de habilitación legal establecido en la normativa.
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